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Sobre: 
EN MATERIA 

INFORMATIVA 
 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Coll Martí; la Jueza 

Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

 Comparece por derecho propio ante este Tribunal de 

Apelaciones, el señor Neftalí Díaz Sánchez, mediante escrito 

titulado Apelación de Orden del Tribunal de Primera Instancia (TPI). 

Cabe señalar, que de una lectura del referido escrito, nos 

percatamos de que el señor Díaz Sánchez no recurre de ninguna 

determinación judicial, ni plantea controversia alguna. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el presente recurso por falta de jurisdicción.  

I 

La jurisdicción, fuente principal de la autoridad de los 

tribunales para interpretar y hacer cumplir las leyes en nuestro 

sistema de gobierno, se halla gobernada por la aplicación de las 

diversas doctrinas que dan vida al principio de justiciabilidad: 

legitimación activa, academicidad y cuestión política.  

Debido a ello, previo a entrar en los méritos de un caso, 

debemos determinar si la controversia es justiciable. Nuestra 

autoridad para analizar aspectos relacionados con la 
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justiciabilidad de los pleitos, si ficticios, académicos o colusorios, 

deriva "del elemental principio de que los tribunales existen 

únicamente para resolver controversias genuinas surgidas entre 

partes opuestas que tienen un interés real de obtener un remedio 

que haya de afectar sus relaciones jurídicas". Sánchez et al v. Srio. 

de Justicia et al., 157 DPR 360, 370 (2002). 

Si luego de la debida investigación se comprueba que no 

existe una controversia genuina, es deber del tribunal, 

dependiendo de las circunstancias del caso, desestimar el recurso 

desde su incepción o desestimar la revisión sin considerar el 

mérito de los planteamientos. El Vocero v. Junta de Planificación, 

121 DPR 115, 124-125 (1988). 

II 

Como tribunal apelativo, en primer lugar, estamos obligados 

a examinar si tenemos jurisdicción para atender el recurso 

presentado.  Veamos.   

Según dijéramos, el señor Díaz Sánchez, en su recurso ante 

nos, no recurre de ninguna determinación judicial, ni plantea 

controversia alguna. Sino que, este se limitó a expresar que 

presentó ante el Tribunal de Primera Instancia una moción 

solicitando la aplicación de las nuevas enmiendas del Código Penal 

de Puerto Rico de 2012, la cual, aparentemente fue denegada. Por 

lo que, en desacuerdo con dicha determinación, el peticionario 

alegadamente recurrió ante este Tribunal de Apelaciones. Según el 

señor Díaz Sánchez, al día de hoy no ha recibido notificación 

alguna relacionada a dicho caso.1 

En vista de lo anterior, el señor Díaz Sánchez expresó en su 

escrito que lo único que desea es “conocer cu[á]les fueron las 

posturas de esta Honorable Curia si realmente pudieron analizar y 
                                                 
1 Cabe señalar, que el peticionario no anejó documento alguno acreditando que 

en efecto haya presentado ante el foro de primera instancia alguna moción. 
Tampoco anejó documento alguno acreditando la presentación de un recurso de 

apelación ante este Tribunal de Apelaciones.  
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eventualmente determinar sobre las probabilidades del Apelante en 

ser elegible a las enmiendas o a la reducción de lo dispuesto en el 

Artículo 67 [de la Ley Núm.]246-2014”. 

Por tanto, conforme a la normativa jurídica antes reseñada, 

nos resulta forzoso concluir que el presente recurso no constituye 

un caso o controversia justiciable. Además, el escrito presentado 

tampoco cumple con los requisitos establecidos en el Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones para considerarlo como un recurso.2  

En vista de lo anterior, nos vemos impedidos de ejercer nuestra 

función revisora. 

III 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso de epígrafe por falta de jurisdicción. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                 
2 Véase 4 LPRA Ap. XXII-B. 


